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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo, la impugnación interpuesta por el Gerente Seccional de la E.P S. Seguro Social contra la sentencia de tutela proferida el veintiséis (26) de diciembre de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la ciudadana LIGIA SALDARRIAGA MORALES. 
2.- DEMANDA 

La accionante afirma que trabaja como operaria y cotiza al Seguro Social hace 32 años, por consiguiente, pertenece al régimen contributivo de salud. En ocasión anterior se le diagnosticó un tumor maligno indiferenciado de acuerdo con la valoración del médico patólogo de la Unidad Hospitalaria de la Clínica Pío XII de Pereira, por lo que se le extirpó su mama derecha. 
Debido a que continúa su mal estado de salud, el médico especialista, le ordenó un ESTUDIO INMUNOHISTIOQUIMICO, con el fin de continuar el tratamiento, pero el Seguro Social negó su práctica, por no encontrarse incluido en el POS. Señala que es una mujer de precarios recursos económicos que ha trabajado toda su vida y no cree que ahora tras haber cotizado tantos años al Seguro sin utilizar sus servicios, se le niegue el estudio ordenado.
Solicita por tanto, la protección de sus derechos constitucionales a la vida, dignidad humana, a la salud, seguridad social y a la igualdad. En consecuencia, que se ordene a la E.P.S. el examen aludido, así como todo lo que requiera para su recuperación en forma integral y oportuna.  
3.- FALLO 

El señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional, advierte la violación del derecho a la salud, la vida y el disfrute de una existencia sana, por la limitación hecha a una persona para acceder a la realización de un tratamiento que se torna relevante para salvaguardar su vida e integridad personal, tal como lo es el estudio ordenado.

Considera que el argumento que el ISS ha esgrimido en relación a que la falta de autorización de tratamiento se debe a su exclusión del POS, no puede ser compartido, porque por un lado, las entidades promotoras de salud deben poner a disposición de sus afiliados una atención integral, única forma de mantener un equilibrio contractual de equidad entre costo-beneficio; igualmente, si bien es cierto, en el ordenamiento jurídico que rige la atención en salud, existe la norma que permite no suministrar tratamientos o medicamentos no contemplados en el POS, no lo es menos, que la Corte Constitucional ha establecido casos especiales o excepcionales con determinados requisitos en los que tal criterio es inaplicable. Dichos lineamientos se cumplen a cabalidad en la reclamación aquí implorada, por lo que procede la exigencia, basada en las siguientes razones: la falta de tratamiento, podría llegar a alterar las condiciones de existencia digna de la señora SALDARRIAGA MORALES, por lo que se ve cumplida la primera causal; y aún podría verse en riesgo su vida. Respecto de los otros requisitos se ven satisfechos ya que de un lado, la actora carece de recursos económicos que le permitan sufragar el costo del servicio y por otro, la orden para la realización del ESTUDIO INMUNOHISTIOQUIMICO, fue emitida por un médico adscrito a la E.S.E. RITA ARANGO ALVAREZ DEL PINO, entidad con la que el ISS tiene contrato de prestación de servicio de salud; tampoco se observa la posibilidad de reemplazar el tratamiento por otro procedimiento contenido en el POS.
Resalta como un hecho cierto e indiscutible la catalogación de la patología sufrida por la accionante como catastrófica o de alto riesgo, por lo que requiere ser tratada con premura, por estarse frente a un caso que demanda una total y pronta atención médica especializada por parte de la EPS, para así preservar su salud y vida.
Menciona la completa indiferencia del Seguro Social, al no presentar respuesta alguna,  no pudiéndose situar en grado de indefensión frente a la parte actora, pues dentro de los términos legales fue debidamente notificada de la demanda y anexos, por lo que la conducta asumida por el Seguro Social denota que tácitamente aceptó las pretensiones de la accionante, ya que su falta de contestación así lo demuestra. (Art. 20 Decreto 2591 de 1991).
En ese orden de ideas, otorgó el amparo deprecado y ordenó que dentro de los ocho (8) días siguientes a la notificación del fallo, se realizara a la señora LIGIA SALDARRIAGA el ESTUDIO INMUNOHITIOQUIMICO solicitado, así mismo, dispuso que se le brindara toda la asistencia médico asistencial que requiera con ocasión de la enfermedad que padece. Concedió además, la facultad de recobro ante el FOSYGA por los procedimientos que se encuentran excluidos del POS.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda impugnó la decisión para solicitar la revocación en su totalidad del fallo proferido por la primera instancia, toda vez que no obra prueba de la negación del servicio por parte de la Institución. Advierte que la accionante no adjuntó para la correspondiente autorización, la orden original de solicitud del tratamiento, por lo que no podía suponer la entidad qué tratamiento requería o qué servicio necesitaba; de tal forma, considera la inexistencia de vulneración alguna a derechos fundamentales de manera directa o en conexidad con otros.
Señala que en conversación telefónica sostenida con la actora, ella manifestó que en efecto, ella no había entregado la orden del examen mencionado en la E.P.S. Seguro Social.

5. TRÁMITE 

En vista de la afirmación hecha al sustentarse el recurso, sobre la no entrega de la orden del examen, en las dependencias de la E P.S. Estatal, circunstancia que además había sido admitida por la actora, se recepcionó en esta instancia, el testimonio de la señora LIGIA SALDARRIAGA MORALES.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Aquí se debate el fondo de la orden emitida en el fallo de tutela, en el entendido que ninguna violación de derechos fundamentales se presentó en este caso, debido a que la Entidad Prestadora de Salud, no fue informada sobre el examen requerido.

Frente a ello, debe decir la Sala que tal como se afirma en el recurso, en el testimonio recibido a la actora, ella fue clara en expresar que de manera directa ante la información que obtuvo primero por parte del médico que la trata y en segundo término en la dependencia que tiene injerencia directa con el tipo de exámenes que se le ordenó (en el sentido que tal medio de diagnóstico debía ser atendido de su propio peculio) decidió de inmediato instaurar la acción de tutela. Y así procedió, porque ya estaba advertida del perjuicio que le había causado la demora de la entidad prestadora de Salud en tutela anterior.
En esas condiciones, lo que se observa es que esta paciente no recibió la debida asesoría frente a su caso particular, porque la respuesta que obtuvo fue simple y llanamente que el examen prescrito por su médico tratante no era cubierto por el POS y en consecuencia no iba a ser suministrado por la E.P.S. Seguro Social. Es decir, no fue informada suficientemente sobre el procedimiento a seguir ante la orden emitida para la práctica de un procedimiento NO POS, a sabiendas que dentro de la reglamentación interna del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se encuentra debidamente contemplado que se debe recurrir ante el Comité Técnico Científico de la E.P.S., instancia que ante el cumplimiento de unos requisitos previamente definidos, debe decidir si autoriza o no la prestación del servicio excluido del POS.

Quiere decir lo anterior, que la sola circunstancia de no estar incluido dentro del POS un procedimiento o un medicamento, no significa per se que automáticamente quede liberada la entidad prestadora de salud de su suministro o práctica.
Por manera que lo censurable es dejar a la paciente a la deriva con la preocupación de saber que necesita de un medio de diagnóstico especial, encaminado a realizar una prognosis precisa de la dolencia que la aqueja, pero que su situación económica no se lo permite
, sin que se le brinde algún tipo de orientación sobre los mecanismos internos del Seguro Social a los cuales podía acudir. La jurisprudencia constitucional ha sido bastante reiterativa en señalar que a los pacientes no se les puede sencillamente cerrar las puertas y dejarlos con su problema. Por el contrario, parte de la función de las administradoras del sistema, consiste en brindar la debida asesoría. Baste al punto, mirar el siguiente extracto:
Por ello de manera reiterada esta Corte ha venido insistiendo en que tanto las empresas promotoras, como las administradoras del Sistema de Seguridad Social en Salud, están obligadas a informar, orientar, apoyar y acompañar al usuario que demanda una atención no incluida en los Planes obligatorios, en especial cuando tiene derecho a demandar del Estado la prestación. Obligaciones estas que se deben evaluar en cada caso, analizando los condiciones del afiliado y las particularidades de su padecimiento, porque es posible que algunos pacientes solamente requieran una debida información, pero otros pueden demandar no solo información sino además el acompañamiento y la coordinación de la E.P.S. o la A.R.S. durante la demanda de atención y el proceso de su recuperación
”.
En esas condiciones, es evidente que a la accionante no le quedó otro camino a seguir que recurrir a la acción de tutela, en especial, por cuanto ya fue objeto de la extirpación de su seno derecho, con lo cual es entendible que no quiera permitir que se le den largas en la prestación del servicio de salud que su condición requiere de manera urgente.
En ese orden de ideas, es necesario desestimar los argumentos vertidos en la impugnación presentada y se procederá entonces a confirmar el fallo de tutela confutado. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARIO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� En el testimonio rendido, quedó claro que la accionante devenga el salario mínimo legal mensual.


� Sentencia T134/02
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